

SENTENCIA NÚMERO: CIEN
En la ciudad de Córdoba, a los diecisiete días del mes de septiembre de dos mil catorce, siendo las doce y cuarenta y cinco horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin y Aída Lucía Teresa Tarditti, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "ROGGIA, WALTER RUBÉN Y OTROS C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. N° 1796515), con motivo del recurso de apelación interpuesto por la parte actora (fs. 63), fijándose las siguientes cuestiones a resolver:---------------------------------------------------------------------------------------
PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación interpuesto?---
SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?---------------------

Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h).---------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------
1.- A fs. 63 los actores interpusieron recurso de apelación en contra del Auto Cuatrocientos ochenta y siete, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el diez de septiembre de dos mil doce (fs. 60/62vta.), mediante la cual se resolvió “1.- Rechazar el recurso de reposición interpuesto y confirmar en todas sus partes el decreto recurrido. 2.- Sin costas,...”.-------------------------------------------------------------------------------------
2.- La expresión de agravios admite el siguiente compendio.-----------------
Los recurrentes plantean que no puede extraerse del artículo 104 de la Constitución Provincial, que el Defensor del Pueblo forme parte de la Legislatura y mucho menos que sus actos administrativos puedan ser revisados por el Presidente del Cuerpo Legislativo.--------------------------------------------------------
Refieren que el Sentenciante no tuvo en cuenta que en función del artículo 5 de la Ley Número 7741, no existe autoridad administrativa con potestad para revisar los actos del Defensor del Pueblo.------------------------------------------------
Señalan que por Resolución Interna Número 1/90, el Defensor del Pueblo dictó el Reglamento de Procedimiento Interno estableciendo que las resoluciones definitivas que dicte serán irrecurribles, pudiendo el denunciante interponer únicamente el recurso de reconsideración.-----------------------------------------------
Denuncian que asignarle dependencia jerárquica al Defensor del Pueblo es desconocer su naturaleza.-------------------------------------------------------------------
Concluyen que la alusión hecha por la A-quo comparando al Defensor con el Fiscal General de la Provincia es irrelevante al no explicar cuál es el nexo entre ambas instituciones y su funcionalidad.--------------------------------------------
Hacen reserva del caso federal.----------------------------------------------------
3.- A fs. 72 se dio intervención al Señor Fiscal General de la Provincia, expidiéndose la Señora Fiscal Adjunto por el rechazo del recurso de apelación (Dictamen CA N° 737 del 05 de agosto de 2013, fs. 73/75).--------------------------

4.- A fs. 76 pasaron los autos a despacho para resolver.-----------------------
5.- La instancia recursiva ha sido oportunamente interpuesta, en contra de un auto que declaró la inhabilitación de la instancia (art. 43 inciso a), Ley 7182) y por quien se encuentra procesalmente legitimado (arts. 43 y ss. ib.).--------------
6.- Mediante el pronunciamiento recaído en autos, el Tribunal de Mérito rechazó el recurso de reposición interpuesto y confirmó el primer decreto fundado, suscripto por el Presidente de la Cámara, que declaró que la presente causa no corresponde a la competencia contencioso administrativa, por cuanto “...de las constancias de autos surge que la demanda se interpone impugnando un acto administrativo del Defensor del Pueblo de la Provincia, respecto del cual los accionantes no justifican haber interpuesto los recursos necesarios para obtener de la autoridad competente de última instancia el reconocimiento o denegación del derecho reclamado (art. 6 de la ley 7182). Que, por ello, no concurren a la jurisdicción con una decisión que cause estado en razón de haberse agotado a su respecto la vía administrativa (art. 178 de la C.P.) conforme reglamenta este derecho el art. 1, inc. a, de la ley del fuero...” (fs. 49).-

Para así decidir, la Cámara sostuvo que el acto administrativo impugnado se limita a resolver acerca de derechos del agente dependiente del Defensor del Pueblo, que es parte indivisa del Poder Legislativo Provincial. Agregó que la pretensión de los actores se circunscribe al pago de diferencia de haberes adeudados, respecto de lo cual, al ser una cuestión relativa a la administración interna, la autoridad con competencia en última instancia del artículo 6 de la Ley 7182 es el Poder Legislativo.---------------------------------------------------------------

Frente a ello, los actores señalan que se desconoce la naturaleza del Defensor del Pueblo al asignarle dependencia jerárquica con el Presidente de la Legislatura.-----------------------------------------------------------------------------------
7.- Las reformas constitucionales de nuestro país, tanto en las Provincias como en la Nación, incorporan nuevos organismos denominados extrapoderes o auxiliares de alguno de los poderes del Estado, de neto tinte europeo.---------------
Al insertarse en nuestro sistema constitucional, que tiene una contundente división tripartita de poderes siguiendo el modelo americano, produce algunos inconvenientes interpretativos acerca de la verdadera naturaleza jurídica de los mismos y su ubicación institucional.------------------------------------------------------
La doctrina nacional sostiene que dentro o fuera de los tres poderes del estado pueden existir órganos extrapoderes con independencia funcional.------------------
Comparto plenamente la postura de Bianchi (El Ministerio Público: un nuevo poder, en: ED, 21 de abril de 1995, pág. 6.) cuando discrepa con los criterios que conciben a los órganos extrapoderes separados e independientes de alguno de los tres poderes del Estado. El citado autor admite su existencia en la medida que se encuentren dentro de la órbita de la rama o departamento de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial.----------------------------------------------------------
La más encumbrada doctrina europea se encarga de distinguir entre “órgano constitucional como poder del Estado” de una parte y “órgano de jerarquía constitucional” o “constitucionalmente garantizado” de otra parte.------------------
Las características de un “órgano constitucional” o también llamado entre nosotros “poder del Estado” son: a) capacidad de manifestar una voluntad primaria del Estado comunidad; b) ejercicio del poder soberano independiente con límites impuestos por el ordenamiento jurídico; c) paridad formal con los otros órganos constitucionales o poderes del Estado (similar ubicación y tratamiento en la Constitución).------------------------------------------------------------
Estos órganos constitucionales o poderes del Estado ejercen atribuciones expresas e implícitas. Estas últimas, para salvaguardar los principios esenciales que hacen a su existencia y normal funcionamiento. En este sentido, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha señalado reiteradamente que “..Este Tribunal, en cuanto ejerce la representación más alta del Poder Judicial de la Nación, tiene facultades o privilegios inherentes a todo poder público, para su existencia y conservación; de ahí que tenga todas las facultades implícitas necesarias para la plena y efectiva realización de los fines que la Constitución le asigna en tanto poder del Estado” (Acordada del 11 de abril de 1997).-------------
En cambio, un “órgano de jerarquía constitucional” o “constitucionalmente garantizado” (como el Ministerio Público, Consejo de la Magistratura, Defensor del Pueblo, Auditoría General, Tribunal de Cuentas, determinadas Juntas Electorales, etc) no trasunta una voluntad primaria del Estado comunidad, no ejerce una atribución soberana independiente, ni tiene similar ubicación y tratamiento en la Constitución que la conferida a un verdadero “poder del Estado”. Tampoco ejerce aquellas facultades implícitas que sólo conciernen a los poderes del Estado para salvaguardar sus principios y normal funcionamiento. No obstante, por la importante actividad que cumple, es creado por la misma Ley Suprema, que le confiere al órgano pertinente una posición de “independencia funcional” en cuanto a la competencia asignada y a la ubicación de sus titulares.--------------------------------------------------------------------------------------
Estos órganos no configuran “poderes del Estado”, sino que al otorgarles efectiva independencia funcional se les da jerarquía constitucional a fin de que sean respetados como tales y no puedan ser extinguidos por el legislador. Tienen facultades específicas inherentes a todo órgano público, pero no las implícitas que conciernen sólo a los poderes del Estado con el objetivo supra expresado.----
No comparto ni siquiera la denominación de órgano extrapoder porque su propia terminología nos está indicando que se encuentra fuera del poder. Prefiero receptar en cambio la nominación que la referida doctrina europea sugiere: órgano con jerarquía constitucional o constitucionalmente garantizado.------
En consecuencia, es viable que en el ámbito de alguno de los tres poderes esenciales, aunque sin depender “funcionalmente” de ninguno, se puedan crear “órganos de jerarquía constitucional” o también denominados “constitucionalmente garantizados”, con verdadera autonomía funcional.----------
En sentido estricto, son relevantes órganos auxiliares de algunos de los poderes esenciales que si bien no dependen de los mismos en lo que respecta a su función específica, sin embargo actúan en el ámbito del poder respectivo, como órgano colaborador o auxiliar en íntima correspondencia con la función esencial del “poder” pertinente.----------------------------------------------------------------------
En definitiva, en el marco de nuestro ordenamiento constitucional es dable aceptar la existencia de “órganos de jerarquía constitucional” (Sandulli) o “garantizados por la constitución” (Giannini), dotados de independencia funcional, que actúan “ex orbita” como colaboradores o auxiliares de alguno de los únicos tres poderes del Estado que recepta la Carta Magna.-----------------------
Por último, debe quedar en claro que cuando hablamos de autonomía o independencia funcional en el ámbito de alguno de los tres poderes del Estado, no implica relación jerárquica con la cabeza de poder, sino que por el contrario, los órganos con jerarquía constitucional, gozan de una “zona de reserva independiente”, que en cuanto a su misión específica no dependen de nadie (vid de mi autoría, Ubicación Institucional del Ministerio Público y de los otros Órganos con Jerarquía Constitucional. Una perspectiva diferente, Lexis Nexis Córdoba, T. 5-9, págs. 633/643, ago-dic 2006).---------------------------------
8.- En el Derecho Público Provincial, las Constituciones más recientes caracterizan al Defensor del Pueblo como un órgano unipersonal (Const. Ciudad Autónoma de Buenos Aires, art. 137 y Tucumán, art. 81) e independiente (Const. Ciudad Autónoma de Buenos Aires, art. 137, Tucumán, art. 81; Corrientes, art. 139; La Rioja, art. 156; Neuquén, art. 265; y Santiago del Estero, art. 141) con autonomía funcional (Ciudad Autónoma de Buenos Aires, art. 137; Corrientes, art. 139; La Rioja, art. 156; Tucumán, art. 81 y Santiago del Estero, art. 141) y autarquía financiera (Ciudad Autónoma de Buenos Aires, art. 137; Tucumán, art. 81; Neuquén, art. 265 y Corrientes, art. 139), que no recibe instrucciones de ninguna autoridad (Ciudad Autónoma de Buenos Aires, art. 137; Tucumán, art. 81; Corrientes, art. 139; La Rioja, art. 156; Neuquén, art. 265 y Santiago del Estero, art. 141).-------------------------------------
9.- La Constitución de Córdoba ha incorporado al Defensor del Pueblo en la Sección Primera del Título Primero de la Segunda Parte “Autoridades de Provincia”, Sección dedicada al Poder Legislativo, en un capítulo autónomo, “Capítulo Quinto” en el artículo 124 el cual prescribe que “La Legislatura con el voto de los dos tercios de sus miembros designa al Defensor del Pueblo, como comisionado para la defensa de los derechos colectivos o difusos, la supervisión sobre la eficacia en la prestación de los servicios públicos y la aplicación en la administración de las leyes y demás disposiciones, de acuerdo con lo que determine la ley.------------------------------------------------------------------------------
Goza de las inmunidades y privilegios de los legisladores, dura cinco años en sus funciones y no puede ser separado de ellas sino por las causales y el procedimiento establecido respecto al juicio político”.--------------------------------
De tal modo la Constitución Provincial crea al Defensor del Pueblo como un órgano con jerarquía constitucional que orbita alrededor del Poder Legislativo, razón por la cual es designado por dicho Poder del Estado Provincial.-------------------------------------------------------------------------------------
Si bien el texto constitucional no establece expresamente la “independencia funcional” del Defensor del Pueblo, la Legislatura de la Provincia, concretando la voluntad de los constituyentes de 1987, dictó la Ley 7741, cuyo artículo 5 prescribe “En el desempeño de sus funciones, el Defensor del Pueblo no recibirá instrucciones, ni estará sujeto a mandato de autoridad alguna…”. ------------------------------------------------------------------------------------
Se advierte que en el caso específico, la norma legal siguiendo la tendencia del derecho público provincial, garantiza la “independencia funcional” del órgano constitucional referido.------------------------------------------
Ahora bien, es menester aclarar que la independencia funcional garantizada normativamente al Defensor del Pueblo, no sólo se vincula al ejercicio de sus funciones constitucionales específicas (la defensa de los derechos colectivos o difusos, la supervisión sobre la eficacia en la prestación de los servicios públicos y la aplicación en la administración de las leyes y demás disposiciones, de acuerdo con lo que determine la ley) sino también al ejercicio de su función administrativa.-------------------------------------------------------------
Ello concuerda con lo prescripto por el artículo 18 de la Ley 7741, que faculta al Defensor del Pueblo a dictar su Reglamento Interno, que regule los aspectos procedimentales de su actuación, no sólo cuando ésta se vincule al ejercicio de sus funciones constitucionales sino incluso cuando ésta trasunte el ejercicio de la función administrativa en sentido estricto.------------------------------

En ese marco el Defensor del Pueblo ha dictado la Resolución Nro. 1/90 la cual en la Cláusula Décima de su Anexo I, dispone que contras las resoluciones por él dictadas sólo cabe la interposición del recurso de reconsideración.-----------
Una interpretación razonable y contextual del ordenamiento jurídico aplicable permite inferir que los actos jurídicos dictados por el Defensor del Pueblo en el marco del ejercicio de su función constitucional, como así también, en el ejercicio de su función administrativa, en la medida que agravien una situación jurídico subjetiva (interés legítimo, interés colectivo o derecho subjetivo), sólo podrán ser impugnados mediante el recurso de reconsideración previsto en la normativa citada.------------------------------------------------------------
10.- En consecuencia en el sub lite, la parte actora al interponer el recurso de reconsideración (fs. 25/26vta.) en contra de la Resolución Número 9134, dictada por el Defensor del Pueblo con fecha dieciocho de noviembre de dos mil once (fs. 22/24), ha interpuesto el recurso necesario para obtener de la autoridad competente de última instancia el reconocimiento o denegación del derecho reclamado (art. 6 de la ley 7182).----------------------------------------------------------
Por ello, concurren a la jurisdicción con una decisión que causa estado en razón de haberse agotado a su respecto la vía administrativa (art. 178 de la C.P.) conforme reglamenta este derecho el artículo 1, inciso a de la Ley del Fuero.-----
11.- Finalmente, el Señor Fiscal de Cámara en su Dictamen Número 335 de fecha dieciséis de agosto de dos mil doce (fs. 55/57), considera que la posición institucional del Defensor del Pueblo es análoga a la del Fiscal General de la Provincia, razón por la cual entiende que así como en el supuesto de éste último cuando ejerce función administrativa, la autoridad de última instancia a que se refiere el artículo 6 de la Ley 7182 es el Tribunal Superior de Justicia, es lógico concluir que tal calidad en el caso de los actos administrativos dictados por el Defensor del Pueblo corresponde al Presidente de la Legislatura Provincial (cfr. fs. 55vta./56).---------------------------------------------------------------------------
12.- Sobre el particular he manifestado que en la mayor parte de las Provincias, el constituyente local le reconoce al Ministerio Público una independencia funcional, tanto en relación a los órganos jurisdiccionales, como de los poderes políticos (Ejecutivo y Legislativo) pero no les otorga autarquía financiera, dependiendo en aspectos administrativos del Tribunal Superior de Justicia. Es decir, que en lo que respecta a su organización, los aspectos materiales, informáticos, tecnológicos y humanos quedan sujetos a las acciones y atribuciones de superintendencia del Tribunal Superior. Todo ello con la participación del Ministerio Público.------------------------------------------------------
Las tradicionales atribuciones de superintendencia constituyen prerrogativas de poder inherentes a los Tribunales Superiores o Cortes de Justicia a fin de ejercer el gobierno del Poder Judicial. Son prerrogativas propias de los tribunales que conllevan una multiplicidad de facetas con relación a aspectos internos de la administración de justicia, toda vez que el aparato judicial administrativo plantea muy delicadas cuestiones de orden y aplicación de los recursos humanos, tecnológicos y financieros.------------------------------------------
En las Provincias en general, las Constituciones locales le confieren al Tribunal Superior o Corte de Justicia Provincial el ejercicio de la superintendencia de la administración de justicia sin perjuicio de la “intervención” del Ministerio Público. Es decir que en los aspectos administrativos vinculados con el Ministerio Público, la superintendencia suprema la ejerce el Tribunal Superior con la colaboración o participación del Ministerio Público.---------------------------------------------------------------------------
El Tribunal Superior de Justicia de Córdoba, mediante Acordada Número 601- Serie A- del veintisiete de noviembre de dos mil dos, ha tenido la oportunidad de explicitar el alcance de la “intervención” del Ministerio Público en cuestiones de superintendencia. Al respecto ha manifestado que la facultad de intervención en algunos casos sólo implica participación, requerimiento, solicitud, propuesta, más no decisión definitiva o última, entendida esta no sólo como aquella decisión que decide sobre un derecho subjetivo o un interés legítimo de un miembro de la justicia, sino además como aquella emanada de la autoridad con competencia para resolver en la última instancia administrativa. Es decir que en el procedimiento administrativo recursivo, aun cuando se trate de empleados del Ministerio Público, el agotamiento de la vía administrativa se produce con el último acto administrativo del Tribunal Superior.--------------------
En otros supuestos, haciendo una interpretación contextual y generosa de la norma a los fines de lograr una sana convivencia interadministrativa, la intervención del Ministerio Público puede también implicar decisión primaria cuando la normativa expresa de éste órgano constitucional así lo autorice. Pero ello en modo alguno implica un renunciamiento total a las facultades no tan sólo implícitas, sino expresas que por mandato constitucional en materia de superintendencia le corresponde al Tribunal Superior de Justicia.--------------------
En definitiva, en las cuestiones de superintendencia existe relación jerárquica del Ministerio Público respecto del Tribunal Superior sólo con relación a cuestiones que nada tienen que ver con su independencia funcional. Concretamente, me refiero a las facultades de superintendencia en las que el Ministerio Público colabora o interviene, pero que la última palabra la tiene el Tribunal Superior a quien la Constitución le otorga este cometido sobre todo el Poder Judicial omnicomprensivo del Ministerio Público. Si hay relación jerárquica, hay deber de obediencia y por ende facultad de avocación.--------------
En definitiva, el Tribunal Superior tiene a su cargo la atribución de superintendencia del Poder Judicial, sin perjuicio de la intervención del Fiscal General, de modo que como cabeza de poder es el titular de la dirección y del control, y debe ejercer la primacía jerárquica con el fin de garantizar el correcto funcionamiento administrativo (vid de mi autoría, Ubicación Institucional del Ministerio Público y de los otros Órganos con Jerarquía Constitucional. Una perspectiva diferente, Lexis Nexis Córdoba, T. 5-9, págs. 633/643, ago-dic 2006).------------------------------------------------------------------------------------------
13.- En este marco, no resulta aceptable la analogía efectuada por el Señor Fiscal de Cámara, en tanto el Ministerio Público Provincial, si bien es un órgano de gran importancia dotado de independencia funcional, en su función administrativa comparte atribuciones con el Tribunal Superior de Justicia, a quien la propia Constitución Provincial le otorga la máxima autoridad en lo que respecta al ejercicio de la función administrativa y de gobierno del Poder Judicial (art. 166 de la Const. Prov.).----------------------------------------------------------------
14.- En aval de la decisión anterior, vale traer a colación al principio "pro actione" de plena vigencia en el proceso contencioso administrativo, en función del cual corresponde brindar la mayor garantía y promover la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de acción y, por lo tanto, asegurar, en lo posible, más allá de las dificultades de índole formal, una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del procedimiento (cfr. Sala Contencioso Administrativa, Sent. Nro. 91/2007).-------------------------------------------------------------------------
15.- Por lo demás, la solución propuesta brinda efectividad al preámbulo de nuestra Constitución Provincial, en tanto prescribe como fin el de asegurar el "acceso a la justicia".------------------------------------------------------------------------

16.- En suma, conforme las razones desarrolladas procede hacer lugar al recurso de apelación interpuesto, revocar el decisorio dictado por el A quo mediante el cual se desestimó el recurso de reposición incoado por los actores (cfr. fs. 51/52vta.), como así también el decreto obrante a fs. 49 que aquél confirmó y, consecuentemente, declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.--------------------------------------------------
17.- Por último, no procede imponer costas, ya que se trata de un recurso interpuesto con motivo de un pronunciamiento dictado en oportunidad del artículo 11 del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo, esto es antes de dar trámite a la demanda (art. 130 del C.P.C. y C., a contrario sensu).----
Así voto.-------------------------------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:--------------------------
Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma.-----------------------------------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:---------------------
Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido.----------------------------------------------------------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------
Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por los actores a fs. 63 y, en consecuencia, revocar el Auto Cuatrocientos ochenta y siete, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el diez de septiembre de dos mil doce (fs. 60/62vta.).----------------------------------
II) Hacer lugar al recurso de reposición (fs. 51/52vta.) y, en consecuencia, revocar por contrario imperio el decreto del veintinueve de junio de dos mil doce (fs. 49).---------------------------------------------------------------------

III) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.-----------------------------------------------------------------

IV) Remitir los presentes autos al Tribunal de Origen a los fines de la prosecución de la causa.---------------------------------------------------------------------
V) No imponer costas atento el estadio procesal (art. 11 de la Ley 7182).-
VI) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Jorge Horacio Gentile y Gustavo A. De Guernica -parte actora-, por los trabajos realizados en la instancia extraordinaria local, sean regulados por el Tribunal      a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), en conjunto y proporción de ley, previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y tres por ciento (33%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib.------
Así voto.-------------------------------------------------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------

Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.----------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:---------------------

Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.-----------------------------------------------------------------------------------

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,-------
RESUELVE:---------------------------------------------------------------------------------
I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por los actores a fs. 63 y, en consecuencia, revocar el Auto Cuatrocientos ochenta y siete, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el diez de septiembre de dos mil doce (fs. 60/62vta.).----------------------------------------------
II) Hacer lugar al recurso de reposición (fs. 51/52vta.) y, en consecuencia, revocar por contrario imperio el decreto del veintinueve de junio de dos mil doce (fs. 49).---------------------------------------------------------------------

III) Declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.-----------------------------------------------------------------

IV) Remitir los presentes autos al Tribunal de Origen a los fines de la prosecución de la causa.---------------------------------------------------------------------
V) No imponer costas atento el estadio procesal (art. 11 de la Ley 7182).-
VI) Disponer que los honorarios profesionales de los Doctores Jorge Horacio Gentile y Gustavo A. De Guernica -parte actora-, por los trabajos realizados en la instancia extraordinaria local, sean regulados por el Tribunal      a-quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), en conjunto y proporción de ley, previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y tres por ciento (33%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (arts. 40 y 41 ib.), teniendo en cuenta asimismo las pautas del artículo 31 ib.------
Protocolizar, dar copia y bajar.-


Se deja constancia que el Señor Vocal Doctor Armando Segundo Andruet (h) ha participado de la deliberación correspondiente a esta causa y emitió su voto en el sentido expuesto, pero no suscribe la presente en razón de encontrarse en uso de licencia (Acuerdo Número 412 - Serie "A" del 21/08/2014), siendo de aplicación el artículo 120, 2° párrafo del Código Procesal Civil y Comercial, por remisión del artículo 13 de la Ley 7182. Oficina, diecisiete de septiembre de dos mil catorce.-

DR. DOMINGO JUAN SESIN


PRESIDENTE SALA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA


TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA





Dra. AIDA TARDITTI
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